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			A mi querida familia.
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			Prólogo

			En los años 2020 y 2021 vivimos en el mundo una experiencia que marcó nuestras vidas con huellas dolorosas, profundas e imborrables. Por todo el orbe cientos de miles de personas perdieron a algún ser querido. Esto se debió a la pandemia llamada covid-19. A continuación describiremos, brevemente, lo que sucedió:

			El 31 de diciembre de 2019, en la ciudad de Wuhan, en China, las autoridades sanitarias avisaron que un había surgido un nuevo virus y se estaba propagando con rapidez. Se denominó coronavirus 2 del síndrome respiratorio agudo grave o sars-CoV-2; la infección por este virus se le nombró oficialmente como covid-19, y se transmite sobre todo a través de las pequeñas gotas generadas cuando una persona infectada habla, tose, estornuda o respira. 

			A partir de esa fecha, la Organización Mundial de la Salud empezó a colaborar con expertos mundiales, gobiernos y asociaciones médicas para ampliar y generar conocimientos científicos. El objeto de sus estudios era rastrear la propagación del sars-CoV-2 en los países y su virulencia, así como prevenir a las personas sobre medidas de protección para evitar el contagio.

			Además de lo señalado, en países donde existe un gran número de personas que se encuentran en estado de pobreza se sufrió de manera más severa la pandemia, pues pocas de ellas tuvieron acceso a los servicios médicos.

			Este hecho es lo que motivó a la doctora Regina Luévano a escribir el libro Justicia y salud. Pautas distributivas para la atención médica. Lo valioso de su obra radica en mostrar cómo las reflexiones filosóficas pueden darnos luz para comprender y analizar los problemas de la salud. Para ello nos explica las diferentes teorías de la justicia distributiva.

			La justicia distributiva es una rama de la filosofía que está conectada con disciplinas como la economía, la filosofía política y la ética. La economía tiene que ver porque los recursos para la salud son escasos, tal como nos muestra la doctora Luévano ante la pandemia de covid-19: no solamente los servicios médicos, también los instrumentos necesarios para atender a los pacientes estuvieron lejos de ser suficientes para combatir la pandemia; hasta el oxígeno llegó a escasear. Además, ante la emergencia se descuidaron otra clase de enfermedades, pues se reconvirtieron hospitales y se pospusieron cirugías y consultas ante la necesidad y urgencia de atender a pacientes graves de covid-19. La filosofía política nos permite reflexionar sobre las relaciones de los ciudadanos con el Estado en un determinado país. Éstos, tal y como señala la doctora Luévano, pueden ser considerados como niños que no saben tomar decisiones correctas, y por lo tanto para ellos se usarían políticas paternalistas. 

			La autora dedica una buena parte de su libro al pensamiento utilitarista. Ella nos explica en qué consiste esta doctrina, cuáles son los postulados de la obra de Stuart Mill y la influencia que tuvo en el utilitarismo del siglo xx tal y como puede verse en la obra de Peter Singer. Además, se refiere al éxito que esta doctrina filosófica tuvo cuando las utilidades se incluyeron en un estudio de las preferencias de las personas en materia de salud. También advierte que el utilitarismo ha dado lugar a ciertas medidas sobre la salud de las personas, que se basan en preferencias subjetivas como los Quality Adjusted Life Years (qaly). Además de éstos, durante la pandemia el triaje se utilizó en varios países y en algunas circunstancias para aplicar los escasos recursos de salud aumentando la utilidad.

			Ahora bien, una de las virtudes que tiene el libro de la doctora Regina Luévano es que nos lleva a los inicios de las teorías de la justicia distributiva, en el siglo pasado, a partir de la publicación en 1971 de Theory of Justice de John Rawls. A pesar de que dicho autor no tuvo como objetivo hacer una teoría de la justicia aplicada a la salud, hay otros como Norman Daniels, tal como lo veremos más adelante, que piensa que el principio de Rawls de la igualdad equitativa de oportunidades puede extenderse para dar un fundamento moral a un derecho que contenga la protección de la salud.

			La doctora Luévano hace un estudio detallado de los principios de la justicia de John Rawls:

			
					Cada persona tiene derecho al más amplio esquema de libertades básicas, compatible con un esquema similar de libertades para todos.

					
Las desigualdades económicas y sociales han de satisfacer dos condiciones: a) tienen que ser para el mayor beneficio de los miembros menos favorecidos de la sociedad y, b) estar vinculadas a cargos y posiciones abiertas para todos en condiciones de equitativa igualdad de oportunidades. 


			

			Rawls llama principio de la diferencia al inciso a) del segundo principio. Pero cuando tratamos el tema de la salud, los seguidores de Rawls han aplicado el inciso b). Esto se debe a que, si aplicamos el principio de la diferencia a los temas de salud, podría darse una situación en la que una persona rica recibiera los recursos que se necesitan para atender a personas que tienen necesidades básicas no satisfechas.

			Para explicar una forma de distribución que se aplique a la salud, siguiendo el principio de la equitativa igualdad de oportunidades, la autora del libro nos refiere al pensamiento de Norman Daniels, discípulo de Rawls e interesado en problemas de la salud. Este autor elabora una teoría de la justicia que permita distribuir los recursos de salud y de su protección entre aquellos que más los necesiten. 

			Para enseñarnos cuáles son los imperativos necesarios para distribuir la salud, recurre a lo que llama las “preguntas focales”, cuyas respuestas nos muestran la relación entre la justicia y la salud:

			
					¿La salud, la atención a ella y a otros factores que la afectan tienen una importancia moral mayor que cualquier otro bien? Para responder esta pregunta es necesario examinar la relación que tiene la satisfacción de las necesidades de la salud con otras metas de la justicia. Esto nos llevaría a afirmar que la salud tiene una exigencia mayor que otros bienes dentro de los patrones de la justicia.

					¿Cuándo son injustas las desigualdades en relación con la salud? La respuesta a esta pregunta exige la comprensión de aquellas desigualdades a las que tenemos que dar más atención.

					¿Cómo podemos satisfacer las necesidades de la salud equitativamente si los recursos para hacerlo son limitados? Dado que las personas persiguen bienes muy variados, los recursos para satisfacer las necesidades de la salud siempre serán limitados. Para responder esta pregunta es conveniente examinar nuestros acuerdos y desacuerdos por la manera de establecer prioridades para distribuir recursos que cubran las necesidades de la salud. 

			

			Una vez que la doctora Luévano explica las teorías de Rawls y de Daniels con relación a la salud, toma en cuenta otras que se refieren a la responsabilidad que tienen las personas respecto a su salud. Ronald Dworkin plantea que debe considerarse el tema de la distinción entre la suerte bruta y la suerte opcional. Según él, teorías como las de Rawls y Daniels no le dan el peso que se merece la responsabilidad que tienen los agentes para cuidar y mantener su salud. Él propone, bajo el rubro “igualdad de recursos”, una distinción relevante para una teoría distributiva; afirma que existen diferencias que generan desigualdad en las personas por el ejercicio de las preferencias, pero también por las circunstancias en las que se encuentran. Entre dichas circunstancias aparecen el medio ambiente, el contexto social y la herencia genética, principalmente. Dworkin entiende por recursos no sólo los bienes materiales que pueden ser intercambiados en el mercado sino, asimismo, los talentos y las desventajas genéticas o debidas a un accidente. La doctora Luévano explica que la suerte bruta se da cuando las consecuencias de una acción no dependen de las personas, y la suerte opcional resulta de las decisiones que éstas toman de una manera consciente. 

			Ahora bien, Shlomi Segall también sostiene la necesidad de distinguir cuándo un problema de salud depende de las decisiones que toman las personas.

			Segall se pregunta acerca de la distribución justa, tanto de la salud como de su protección y proporciona una primera respuesta: la diferencia entre la salud y su protección son injustas cuando reflejan diferencias en la suerte bruta.

			En los años recientes, la inclusión de la suerte en las explicaciones de la justicia distributiva se ha vuelto más destacada y se ha presentado como una teoría que es contraria a aquellas que provienen de la teoría de la justicia de Rawls. Estas teorías se interesan en la distribución de los recursos médicos y de atención a la salud cuando los problemas surgen de las decisiones que toman las personas. Segall comenta que, si bien las teorías de la suerte han ocupado el espacio de la discusión sobre la justicia distributiva, no hay muchos textos que aborden el problema desde el punto de vista de la salud. De aquí la importancia del libro de Regina Luévano. 

			Sólo cabe mencionar que el libro, en un epílogo, se refiere a la historia de algunas instituciones médicas en México, como el Seguro Popular, el Instituto Mexicano del Seguro Social (imss) y otras instituciones estatales.

			Es importante destacar que los temas que abordan la justicia en la distribución de la salud, tal como los encontramos en este libro, nos ayudarán a responder la pregunta que se hace Norman Daniels: ¿qué nos debemos los unos a los otros en materia de salud?

			Paulette Dieterlen

			Noviembre de 2022

		

	
		
			Introducción

			El miércoles 11 de marzo de 2020 el mundo entero se paralizó al ser declarada la covid-19 como pandemia por Tedros Adhanom Ghebreyesus, director general de la Organización Mundial de la Salud (oms) en una rueda de prensa. Poco a poco las fronteras se fueron cerrando y cada país empezó a establecer las medidas de aislamiento y confinamiento pertinentes para evitar los contagios masivos. En cuestión de días, los medios de comunicación empezaron a mostrar la que podría ser la cara más dolorosa y amarga de esta crisis mundial: el terrible dilema para la distribución de atención médica ante la escasez de recursos. 

			Además de las múltiples reflexiones en torno a la vida y la muerte, la importancia del cuidado de los adultos mayores, al valor de la familia, la solidaridad y la responsabilidad cívica, la pandemia de coronavirus dejó también al descubierto las deficiencias de muchos de los sistemas de salud en el mundo, y puso sobre la mesa de discusión los diferentes criterios y pautas para la adecuada distribución de los recursos sanitarios. De esta manera, la salud, entendida como un bien indispensable para la preservación de la vida y como el completo bienestar físico y mental de la persona, se posicionó en el centro de atención de la justicia distributiva. 

			Ante esta dramática realidad, y de cara a los retos que nos supone el cuidado de la salud, este libro tiene el objetivo de presentar, desde una perspectiva filosófica, las diferentes posiciones y teorías de la justicia distributiva enfocadas a la sanidad que se han expuesto en los últimos años. A través de este análisis, busco establecer las bases para un diálogo interdisciplinario que permita tener una visión más completa sobre el problema que representa la distribución de recursos en materia de salud. 

			Si bien este trabajo no pretende ser un libro de bioética, opté por utilizar como punto de partida un enfoque bioético ya que considero que esta disciplina puede servir como puente de unión entre la filosofía y las ciencias médicas. La bioética, al tener como objeto de estudio las acciones humanas que inciden en la vida en general y en la vida humana en particular, ocupa un lugar primordial en el debate en torno la vida y la muerte. 

			Dentro de los principios de la bioética, la justicia –entendida como la virtud que rige la vida en sociedad– es fundamental en la relación entre el médico y el paciente. Es decir, entre el principio de beneficencia y el principio de autonomía. De esta manera, la justicia social se convierte en el punto de intersección entre la bioética y las teorías de la justicia distributiva, las cuales son consideradas como una parte esencial en la filosofía política. 

			Sobra decir que dentro de las teorías de la justicia distributiva contemporáneas la teoría de John Rawls constituye un parteaguas. Dada la importancia y el impacto que tuvo en el mundo académico, decidí tomar su obra como el hilo conductor que diera sentido y orientara el análisis entre las diferentes posturas que son expuestas en este libro. Cabe señalar que los autores aquí presentados fueron protagonistas, junto con Rawls, de algunos de los debates más importantes dentro de este campo. Asimismo, cada uno de estos autores encabeza las principales posiciones que se han tomado como base para la justificación y aplicación de diferentes criterios distributivos. Ejemplo de esto son la teoría de Robert Nozick sobre la cual se fundamenta el mercantilismo sanitario; o la posición de Ronald Dworkin y su análisis en torno al igualitarismo de la suerte. 

			Dentro de este marco de autores y posturas filosóficas no podía faltar el utilitarismo como uno de los interlocutores básicos de Rawls. Es importante recordar que uno de los objetivos del filósofo de Harvard al publicar su obra era presentar una teoría que sirviera de alternativa –de ahí el título A Theory of Justice– ante otras posturas que habían dominado largamente la tradición filosófica. Como parte de estas teorías, la que llama más su atención y a la que dedica una crítica más profunda es, precisamente, el utilitarismo. 

			Por otro lado, es importante tener en cuenta que todas las teorías que aquí expongo están delimitadas a un ámbito local y nacional. Aunque la covid-19 nos enseñó que las fronteras no son barreras lo suficientemente sólidas como para frenar el poder de una pandemia, y que la cooperación entre países es imprescindible en cuestiones de salud, decidí dejar fuera de este trabajo los temas relacionados con e l ámbito internacional, como son la justicia global y el cosmopolitismo. Es tan grande la relevancia de estos temas que bien vale la pena dedicar un solo libro para su estudio y reflexión. Hablar del impacto que tiene la salud a nivel global o de la organización y estructura farmacéutica (la cual fue determinante, durante la pandemia, en la injusta distribución de vacunas entre los países desarrollados y los que están en vías de desarrollo) definitivamente excede los límites y objetivos que se pretenden alcanzar en esta obra. Así, aunque la relación entre el pensamiento de Rawls y Thomas Pogge es indudable, las referencias a este último son escasas y superficiales.

			Considerando este marco teórico, el libro está organizado en cinco capítulos. A manera de introducción, en el primero, el cual está dividido en dos partes, inicio con la exposición de las pautas y los principios de la bioética. Algunas de las disciplinas que contribuyen a construir esta ciencia son: la biología, la medicina, la antropología, la ética, el derecho, la ecología, la sociología y la política. Es este carácter interdisciplinario que caracteriza a la bioética lo que alentó la búsqueda de ciertos principios que toda persona racional y razonable pudiera aceptar, con el fin de establecer determinadas pautas de comportamiento y criterios que fueran útiles para la toma de decisiones. Así, desde la deontología médica surgen los principios de beneficencia, no maleficencia, autonomía y justicia.

			A través del principio de justicia se reconoce el derecho a la asistencia sanitaria, el cual es básico para el ejercicio de la autonomía del paciente, y, al mismo tiempo, exige la repartición de beneficios y cargas, que evite discriminaciones e injusticias en la atención médica. Precisamente, es esta repartición de beneficios y cargas lo que nos obliga a hablar de la justicia en términos distributivos. En medio de esta cuestión la Teoría de la Justicia de Rawls se vuelve relevante. 

			Sin la menor duda, es posible afirmar que la obra rawlsiana ha logrado marcar un antes y un después en la historia de la filosofía política al colocar de nuevo el tema de la justicia distributiva sobre la mesa de discusión. Libertarios, igualitarios, utilitaristas, comunitarios y globalistas, todos sin excepción han hecho de los principios de la justicia como equidad un punto de referencia. Como en algún momento llegó a afirmar Nozick (1990) de forma contundente: “Hoy los filósofos de la política, o deben trabajar dentro de la teoría de Rawls o bien explicar por qué no lo hacen”. Es por esta razón que en la segunda parte del primer capítulo explico los fundamentos básicos de Teoría de la justicia,1 los cuales servirán de guía en las discusiones y análisis de los siguientes capítulos.

			El segundo capítulo está dedicado al mercantilismo sanitario. Tomando como punto de partida la crítica que hizo Nozick a la teoría de Rawls, expongo los principales argumentos que sirven para fundamentar una postura libertaria. Para los defensores del libertarismo el cuidado de la salud es responsabilidad de cada individuo y, por lo tanto, es completamente legítimo permitir que la distribución de recursos sanitarios se haga a través del mercado. Asimismo, consideran que la salud no es un bien especial que requiera una distribución diferente a la de los demás bienes como, por ejemplo, los automóviles, casas o alimentos. 

			En el tercer capítulo expongo la visión igualitaria del liberalismo. Es importante recordar que uno de los objetivos de Rawls al proponer sus principios de justicia era poder mitigar aquellas desigualdades que eran fruto del azar. Aunque muchos teóricos se mostraron a favor de la propuesta rawlsiana, hubo también un grupo de críticos, entre ellos Ronald Dworkin, que se lanzaron a proponer su propia visión en torno a la igualdad y la suerte. De esta manera, nace lo que se conoce como el igualitarismo de la suerte, el cual hace una distinción entre la suerte bruta, es decir, aquella que no depende del individuo, y la suerte de opción, la cual sí depende de la responsabilidad de cada individuo. La igualdad de recursos que propone Dworkin implica establecer un mercado de seguros, que es el resultado de la posibilidad igualitaria de los miembros de una sociedad para asegurarse contra las desventajas debidas a las condiciones en las que viven. Según Dworkin, la posibilidad de comprar seguros borraría de cierta manera la distinción entre suerte bruta y opcional. 

			Es muy importante tener en cuenta que en materia de salud el igualitarismo de la suerte se ha convertido en los últimos años en un criterio clave para el establecimiento de pautas de distribución de recursos y tratamientos médicos. 

			En el capítulo cuarto continúo con los argumentos y posturas a favor del igualitarismo sanitario. Haciendo una extensión de la teoría de la justicia, Norman Daniels logra llevar los principios de justicia de Rawls al terreno de la salud. En los últimos años la teoría de Daniels se ha posicionado en un lugar primordial dentro del campo de la filosofía política, de la medicina y de la bioética. Para varios especialistas en el tema, entre ellos Pablo de Lora, actualmente el centro de la discusión en torno a la justicia distributiva sanitaria está en el debate que han entablado Norman Daniels, quien considera que el principio que debe regir la igualdad en la salud es la equitativa igualdad de oportunidades; y Shlomi Segall, quien defiende una versión del igualitarismo de la suerte que supone que las desventajas injustas, y que merecen compensación, son aquellas producto de una conducta o factores que sería poco razonable esperar que un determinado sujeto pudiera evitar. De esta manera, Segall logra incluir el criterio de la responsabilidad en la distribución de recursos y atención médica, pero matizado por lo que él llama “la elección inocente”. 

			Si bien el quinto capítulo está dividido en varias secciones y toca diversos temas, es posible identificar tres ejes temáticos que le dan sentido y estructura: uno teórico, uno económico y, por último, uno práctico. Dentro del apartado teórico expongo, en primer lugar, los fundamentos básicos del utilitarismo clásico de Bentham y Mill. Posteriormente, presento la críticas de Rawls al utilitarismo junto con los argumentos que él propone para construir su teoría de la justicia. Por último, cierro el análisis teórico con la propuesta de Peter Singer, como uno de los representantes más destacados del utilitarismo contemporáneo, y comparo su posición con los principios rawlsianos.

			Como parte del eje económico analizo el origen del Estado de bienestar a la luz de los postulados utilitaristas. Para algunos autores, como Diego Gracia, existe una estrecha relación entre el pensamiento de Mill y Keynes. Según el pensamiento de Gracia, ambos autores contribuyeron a lo que se conoce como la economía del bienestar. Dentro de este contexto, queda claro el vínculo que hay entre utilitarismo, Estado de bienestar y salud. Sobra decir que de la mano del Estado de bienestar surgen también los primeros sistemas de seguridad y salud, por lo que me pareció relevante hacer una breve exposición histórica sobre el origen de éstos. 

			Si bien es cierto que existen múltiples sistemas de salud en el mundo, hablar de cada uno es prácticamente imposible ya que las variaciones en los principios y las aplicaciones son tan diferentes como lo son también los países. Es por esta razón que decidí acotar el análisis a los dos principales sistemas de seguridad social que más han influido a nivel mundial, éstos son: el modelo Beveridge, que dio como resultado el National Health Service del Reino Unido; y el modelo de seguridad social alemán propuesto por Bismarck. 

			Respecto a la aplicación práctica, desarrollo los argumentos correspondientes a lo que se ha llamado el utilitarismo sanitario. En los últimos años, en especial con la pandemia de coronavirus, los criterios utilitaristas basados en qaly (Quality Adjusted Life Years) han sido ampliamente utilizados e incluso se han convertido en el principal criterio de distribución de recursos. Es importante señalar que dentro de este contexto tiene un valor importante la crítica que hace Ángel Puyol al concepto de calidad de vida para el empleo de qaly; asimismo, su propuesta para establecer un criterio de distribución en el que se logre combinar la necesidad médica, el principio de la diferencia y el coste-efectividad es de gran importancia para las discusiones contemporáneas.

			Por último, decidí añadir un epílogo para poder explicar el origen, evolución y funcionamiento del sistema de salud en México. Tras la pandemia de covid-19 los rezagos y desigualdades que hay en el sistema de salud mexicano se hicieron más evidentes, y fueron muchas las voces que desde diferentes trincheras se hicieron escuchar para demandar una reestructuración del sistema sanitario. 

			Como filósofa, creo que es necesario fortalecer el diálogo entre políticos, médicos y filósofos para comprender mejor los retos que supone una equitativa distribución de recursos y atención médica. Para que el diseño de un sistema de salud sea justo y adecuado a las necesidades de cada país, tenemos que entender, aclarar, reflexionar y limitar algunos conceptos que son básicos dentro de este ámbito. Un ejemplo de esto es la idea que se tiene de lo que supone garantizar una “cobertura universal de salud” o lo que implica hablar de “atención médica gratuita”. Asimismo, es importante fortalecer el diálogo en la discusión sobre los programas de inclusión para personas con discapacidad. 

			Desde un enfoque filosófico este libro logra agrupar algunas de las posturas y teorías más importantes que en los últimos años han encabezado los debates académicos en materia de salud, pero también nos permite llevar algunas de estas discusiones a otros ámbitos como el político o el médico. 

			

			
				
					1	Si bien el título de la obra en inglés es A Theory of Justice, dentro de este libro me referiré a ésta con el título usado en la traducción al castellano: Teoría de la justicia. 

				

			

		

	
		
			Capítulo I

			Pautas bioéticas 
y justicia como equidad 

			La justicia es la primera virtud de las instituciones sociales, 

			como la verdad lo es de los sistemas de pensamiento.

			John Rawls

			En la actualidad la bioética ha logrado posicionarse en un lugar primordial en el mundo de la ciencia y de las humanidades. Prácticamente se ha vuelto imprescindible hablar de ella y recurrir a su intervención como mediadora en muchos de los debates biomédicos y políticos que afectan el desarrollo de la vida. Temas como el aborto, la eugenesia, el suicidio asistido o la distribución de recursos sanitarios son cuestiones que no sólo están vinculadas con la salud o la enfermedad, sino que influyen también sobre nuestras concepciones de la vida y la muerte. Poder determinar quién vive y quién muere dentro de una sociedad es una decisión de índole moral que demanda la presencia de ciertos principios que permitan regular estas acciones desde una perspectiva ética. De esta manera desde la deontología médica surgió lo que se conoce como la bioética de principios. 

			A través de esta postura se pretenden resolver los diversos dilemas que plantea la bioética desde una perspectiva que pueda ser asumible por cualquier persona racional y razonable. Para ello se han formulado una serie de postulados que sirvan de guía en la resolución de dilemas tanto médicos como estrictamente científicos. Es así como Beauchamp y Childress proponen los principios de beneficencia, no maleficencia, autonomía y justicia (Serrano Ruiz-Calderón, 2002: 32-34).

			Asimismo, para la mejor comprensión y aplicación de esta disciplina es necesario tener en cuenta la distinción dicotómica que algunos autores, entre ellos Norman Daniels, hacen de ésta. Por un lado, están las decisiones individuales o personales que constituyen la dimensión micro de la bioética y a la que le corresponde en primera instancia el principio de autonomía; mientras que, por otro lado, están las decisiones sociales que constituyen la dimensión macro y, por ende, se identifican con los principios de beneficencia y justicia. (Daniels, 1985: 2). Si bien es cierto que cada uno de estos principios requiere de un análisis independiente y específico, al ser la distribución de recursos sanitarios el tema principal de esta obra sólo me centraré en las reflexiones que conciernen a la dimensión macro de la bioética, siendo el principio de justicia el punto de atención central.

			En este capítulo, en primer lugar daré una breve explicación de algunas pautas y principios de la bioética que son necesarios para la distribución de recursos. En un segundo momento comenzaré con el análisis de las condiciones y temas básicos de la justicia distributiva. Dentro de este contexto la obra de John Rawls tiene un papel protagónico. Prácticamente todos los teóricos políticos contemporáneos toman la teoría de Rawls como punto de referencia al tratar temas de justicia. Considerando lo anterior, expondré los elementos básicos de Teoría de la justicia, los cuales nos servirán como punto de referencia para los siguientes capítulos. 

			Pautas bioéticas

			El 9 de marzo de 1960 Clyde Shields, un maquinista de Boeing en Seattle, diagnosticado con una insuficiencia renal crónica, inició el primer tratamiento a largo plazo de hemodiálisis. Gracias a este tratamiento Shields logró mantenerse con vida hasta que recibió un trasplante de riñón que le permitió sobrevivir hasta 1970. Sin embargo, junto con Shields fueron diagnosticados en Estados Unidos otros 20 000 pacientes en fase terminal con insuficiencia renal crónica. De forma alarmante la demanda superaba los recursos, ya que el Seattle Artificial Kidney Center sólo disponía de nueve camas y el costo del procedimiento por paciente era elevado: 10 000 dólares (de 1960) anuales. Ante esta dramática realidad se formó lo que sería el primer comité de bioética, conformado en su mayoría por personas que no eran médicos, con el encargo de determinar qué pacientes debían recibir la hemodiálisis.1

			Con este caso se puede apreciar la manera en la que el vertiginoso avance de la ciencia y la tecnología ha dotado al hombre de un increíble poder para manipular la vida, prolongarla y destruirla. Ante este escenario decidir quién vive y quién muere son cuestiones que se han convertido en un terrible dilema que demanda una respuesta por parte de la biomedicina. Cabe señalar que la bioética es un saber interdisciplinario que tiene como objeto el estudio de la moralidad de las acciones humanas que inciden en la vida en general y en la vida humana en particular. Las disciplinas que colaboran a construir la bioética son la biología, la medicina, la antropología, la ética, el derecho, la ecología, la sociología y la política.

			Justamente este carácter interdisciplinario de la bioética fue lo que alentó la búsqueda de ciertos principios que toda persona racional y razonable pudiera aceptar con el fin de establecer determinadas pautas de comportamiento y criterios que fueran útiles para la toma de decisiones. Así, desde la deontología médica surgen los principios de beneficencia, no maleficencia, autonomía y justicia (Serrano Ruiz-Calderón, 2002: 32-34).

			 Es importante tener en cuenta que aunque cada uno de estos principios es independiente mantienen una interconexión entre sí. De esta manera, no es posible hablar de la autonomía del paciente sin tener en cuenta la labor de beneficencia por parte del médico; asimismo, tampoco se puede hablar de la relación médico-paciente sin considerar las instituciones y al demás personal sanitario que intervienen en esta relación. 

			A partir de este vínculo de interdependencia es necesario un tercer principio que medie entre la autonomía y la beneficencia. Precisamente, el principio de justicia logra unir ambos principios bajo un criterio de equidad que establece una adecuada relación entre el paciente, el médico y las instituciones sanitarias. A través del principio de justicia se reconoce el derecho a la asistencia sanitaria, el cual es básico para el ejercicio de la autonomía del paciente, y, al mismo tiempo, exige la repartición igual de beneficios y cargas, que evite discriminaciones e injusticias en la asistencia sanitaria.

			Sin embargo, hablar de igualdad en materia de salud parece una utopía. ¿Acaso se le puede dar a todos los pacientes con insuficiencia renal el riñón que necesitan? ¿Es posible que el Estado logre satisfacer todas las necesidades de salud de todas las personas? ¿Qué es más conveniente: pagar el tratamiento de un anciano enfermo de cáncer en fase terminal o el tratamiento de un niño con asma? Este tipo de decisiones en un contexto de escasez se vuelven dramáticas y demandan un criterio que haga más fácil la toma de decisiones. En este sentido, se podría decir que el verdadero objetivo del principio de justicia es determinar en qué casos las desigualdades en la asistencia sanitaria no son injustas. 

			Por otro lado, es un hecho innegable también que con el aumento de la esperanza de vida, el encarecimiento de los tratamientos médicos y la elección de ciertos estilos de vida y acciones que se consideran perniciosas para la salud –tales como el sedentarismo, el tabaquismo, las adicciones y los malos hábitos alimenticios–, se ha vuelto necesario pensar en la racionalización de los recursos de forma equitativa. Ante esta realidad la justicia distributiva cobra una mayor importancia y el ámbito bioético demanda una participación más intensa.

			Es a mediados de 1980, justo cuando la bioética filosófica había logrado posicionarse en el centro de los debates en torno al aborto, la eutanasia, el trasplante de órganos y la manipulación genética, que los médicos –quienes encontraban extraño el lenguaje de los filósofos pero que habían estado haciendo cursos de bioética– comenzaron a reclamar esta disciplina como propia de las ciencias médicas y no de las filosóficas. 

			Los académicos, políticos y muchos de los nuevos estudiantes que entraban en el campo de la bioética comenzaron a quejarse de que la filosofía no suministraba respuestas concretas a sus preguntas. Querían soluciones a problemas de justicia social como, por ejemplo, la distribución de los recursos sanitarios o la contención de los costos. Sobre este punto Norman Daniels2 comenta que cuando comenzó a interesarse por la ética médica, a finales de la década de los setenta, efectivamente eran pocos los trabajos filosóficos que hablaban sobre la distribución de recursos en la asistencia sanitaria, o que discutieran sobre qué tipo de bien social era la salud, o que pudieran dar una explicación sobre qué principios de justicia eran los más equitativos en cuestiones de salud (cfr. Daniels, 1985: x).

			Ante esta realidad, los médicos que se interesaron en las cuestiones de justicia social comenzaron a hacer el estudio que mejor saben hacer: la investigación empírica. El paso de la bioética a lo empírico y a la política no fue calculado para ser sinérgico, pero resultó así. Los políticos y los profesionales de la salud estaban felices de contar con datos empíricos sobre los que pudieran basarse para justificar sus decisiones. No obstante, la ciencia –y más una ciencia como la bioética– no puede basarse únicamente en datos empíricos y cuantificables y necesita de las consideraciones subjetivas y éticas propias de la filosofía. Así, la bioética representa ese puente que intenta unir el mundo de la ciencia empírica con el mundo de las humanidades. De ahí la importancia de incluir, a través del principio de justicia, algunos presupuestos de filosofía social y política en el ámbito de la bioética.

			Es importante mencionar también que algunos de los factores que despertaron la preocupación por la justa distribución de recursos sanitarios fueron muchos de los descubrimientos científicos, así como las innovaciones tecnológicas, que incrementaron el costo de diversos tratamientos médicos. Como un ejemplo de esto se puede pensar en las técnicas de diagnóstico prenatal, en las de reanimación, en los trasplantes de órganos o en los estudios eugenésicos. Es un hecho innegable que muchos de estos adelantos médicos han logrado prolongar la expectativa de vida de las personas; sin embargo, en algunos países, por ejemplo, al aumentar la esperanza de vida y reducirse la tasa de natalidad se ha generado un desajuste entre la población de adultos mayores y niños, que se ha traducido en un desequilibro que pone en riesgo el sistema de jubilaciones y pensiones a nivel mundial.3

			Ahora bien, a nivel político y cultural hubo también diferentes factores que hicieron necesario el principio de justicia. Entre éstos habría que citar, en primer lugar, todo lo que ha llevado a la formación del llamado Estado de bienestar o Estado social. Dentro de este contexto se afirma que el Estado reconoce a todos los ciudadanos, sin distinción, el derecho a la salud y a la asistencia sanitaria, considerando ambos derechos como un bien social. Sin embargo, este reconocimiento por parte del Estado ha suscitado diferentes problemas de justicia.

			Por ejemplo, si el Estado reconoce a todos los ciudadanos sin distinción el derecho a la salud y a la asistencia sanitaria, ¿se deben dar los mismos cuidados disponibles a un recién nacido con espina bífida del tipo encefalocele con hidrocefalia4 y a otro con una minusvalía leve y con posibilidades de curación? ¿Se debe dar a ancianos con demencia senil lo mismo que a jóvenes sanos, víctimas de accidentes? En la búsqueda de una respuesta para estas cuestiones, así como para otros problemas, se hizo preciso un principio que marcara las pautas a seguir en cuestiones de justicia. Según Ciccone, citando a Beauchamp, este principio “exige una repartición igual de beneficios y cargas, que evite discriminaciones e injusticias en las políticas y en las intervenciones de sanidad. De modo general, se puede decir que una persona ha sido tratada según el principio de justicia cuando ha sido tratada según lo que es correcto y debido” (Beauchamp, 1995: 88, citado en Ciccone, 2005: 40).

			Según lo que se ha explicado hasta este punto, todo debería ser claro y sencillo; sin embargo, nos encontramos ante una situación cargada de contrastes, comenzando por el mismo concepto de justicia, que ha sido analizado de diferentes modos y a partir de teorías éticas opuestas. Es cierto que se ha podido localizar “un principio mínimo común a todas las teorías: […] casos iguales deben ser tratados de modo igual y casos diferentes, de modo diferente. Pero se trata de un principio meramente formal, puesto que no dice cómo determinar la igualdad o la proporcionalidad en este ámbito, por esto no constituye una guía específica de conducta” (Beauchamp, 1995: 90, citado en Ciccone, 2005: 41). 

			Es en medio de este contexto lleno de interrogantes que la teoría de la justicia de John Rawls se ha convertido en un punto de referencia. Aunque Rawls no considera el tema de la salud, sus dos principios son el centro de muchas de las teorías de la justicia distributiva sanitaria. Ejemplo de ello son la teoría del funcionamiento normal, de Norman Daniels, la propuesta del igualitarismo sanitario, de Ronald Dworkin, o la fuerte influencia que tiene para el origen del igualitarismo de la fortuna. Sin embargo, la teoría de Rawls también ha sido fuertemente criticada. Uno de sus principales opositores ha sido Robert Nozick a quien se le reconoce como uno de los principales defensores del libertarismo y fuente de inspiración para el mercantilismo sanitario. 

			John Rawls: la justicia como equidad

			El libro Teoría de la justicia de Rawls provocó una revolución en el ámbito académico e hizo que diferentes grupos de intelectuales –liberales, comunitaristas, republicanos, libertarios, igualitarios y marxistas– convergieran en un punto en común: la justicia. Siguiendo el discurso de Thomas Nagel, Rawls es de los filósofos que han cambiado el tema y tienen el mérito para situarse a la altura de otros grandes pensadores como Aristóteles, Hobbes, Kant y Wittgenstein (Nagel, 2003: 62-84).

			A la publicación, en 1971, de Teoría de la justicia se debe nada más y nada menos que el interés de algunos filósofos como Thomas Pogge, que se ha inclinado por el estudio de temas como la pobreza y la justicia global; el de Will Kymlicka en el reconocimiento de los derechos diferenciados de las minorías culturales; el de Michael Walzer y su propuesta para la distribución de bienes sociales; el de Martha Nussbaum a través de su teoría de las capacidades; o bien, el controvertido caso de la salud por Norman Daniels. Asimismo, muchos economistas, llamados desarrollistas, como Amartya Sen y Partha Dasgupta pusieron la atención en esta emblemática obra y comenzaron a aportar ideas al debate filosófico. Todos estos temas, además de tener la Teoría como común denominador, se han desarrollado también en el marco de lo que se conoce como justicia distributiva. 

			Es importante tener en cuenta que el tema de la justicia distributiva presenta dos aspectos básicos: primero, existe una discusión que se da en el seno de las teorías; segundo, una aplicación práctica, en la medida en que dichas teorías contribuyen a diseñar políticas públicas. Además de estos aspectos, la justicia distributiva está formada por tres elementos: los sujetos, los objetos y por último los criterios de distribución. 

			Ahora bien, para comenzar a analizar los elementos fundamentales de la justicia distributiva es necesario conocer primero cuál es la concepción que se tiene de los sujetos que reciben los bienes y los servicios. Por ejemplo, si se considera a los pobres como sujetos pasivos, ignorantes de sus necesidades, e incapaces de elegir aquello que más les conviene, se implementarán políticas paternalistas. Por el contrario, si se les considera sujetos activos se apoyarán aquellas políticas que les permitan formar sus propios planes de vida5 (Dieterlen, 2003: 14).

			En segundo lugar es importante determinar los objetos que se han de distribuir. Algunos de estos objetos pueden concebirse como los que satisfacen las necesidades básicas de las personas y algunos otros como los que les permiten expresar sus preferencias. En este sentido, y sin temor a equivocarnos, el concepto de bienes primarios de Rawls es fundamental ya que el concepto de bienes pasó de ser aquello que todo hombre racional desea –como lo sugería el utilitarismo– a bienes básicos y objetivos como la libertad y la igualdad. Sin embargo, también es posible encontrar en este contexto bienes con un significado socialmente compartido como lo propone Walzer en su libro Esferas de la justicia (Dieterlen, 2003: 14-15).

			Por último, encontramos el elemento que constituye el núcleo de la justicia distributiva: los criterios de distribución, es decir, aquello que en palabras de Robert Nozick debe completar la frase: “A cada quien según sus…”. Los criterios de distribución son indispensables, sobre todo cuando hablamos de políticas públicas, porque casi siempre se aplican con un trasfondo de escasez de bienes y servicios y con la intención de satisfacer una determinada necesidad (Dieterlen, 2003: 15)

			Dentro de este contexto de la justicia distributiva es que Rawls formuló su teoría, siendo su principal objetivo la propuesta de una concepción de justicia cuyos principios pudieran regular las desigualdades sociales. Dicho de otro modo, su interés primordial era poder responder la pregunta sobre “¿Qué principios de justicia son los más adecuados para regular las desigualdades sociales y económicas que afectan a las perspectivas de los ciudadanos a lo largo de su vida?”. Para Rawls los principios de justicia proporcionan un modo para asignar derechos y deberes en las instituciones básicas de la sociedad, y definen la distribución apropiada de los beneficios y las cargas de la cooperación social (Rawls, 2012: §12.4, 72).

			Una de las cuestiones fundamentales de su teoría es que la justicia como equidad hace de la estructura básica de la sociedad el objeto principal de la justicia. La estructura básica y la manera en la que funcionan sus principales instituciones influyen, en gran medida, en las desigualdades sociales y económicas entre los ciudadanos. Por instituciones sociales Rawls entiende la constitución política, las principales disposiciones sociales y económicas, así como un determinado régimen político. Todas estas instituciones, tomadas en conjunto, definen los derechos y deberes del hombre y logran tener un impacto en las expectativas de vida, sobre lo que cada hombre puede esperar hacer y sobre lo que haga (Rawls, 1995: §2, 20-22).

			El hecho del que parte Rawls es que hay personas que nacen en una posición menos afortunada respecto a otras. Para él, la forma en la que se ordenan las instituciones sociales (políticas y económicas) en ocasiones puede provocar que esta posición de desventaja llegue a influir de forma negativa en los planes de vida de las personas favoreciendo ciertas posiciones sobre otras. Precisamente, son estas desigualdades de origen las que se intentan mitigar a través de los principios de justicia con el fin de nivelar las oportunidades y expectativas de vida de las personas sin importar su posición inicial (Rawls, 1995: §2, 21). 

			Los principios de justicia

			Según se ha visto, la teoría rawlsiana ha hecho grandes aportaciones al mundo de la filosofía política; sin embargo, se podría llegar a afirmar que una de las más importantes está en el haber logrado reunir en sus principios de justicia dos ideas que parecían opuestas entre sí: libertad e igualdad. 

			Así como dos grandes amores fundaron dos grandes ciudades, dos grandes familias de valores fueron las responsables de fundar el pensamiento liberal. Igualdad y libertad son los dos pilares que dieron origen al liberalismo político. Lo que en un principio se consideró una base común, con el paso de los años se fue resquebrajando hasta formar dos grupos ideológicos distintos: libertarios e igualitarios. Cada uno de estos grupos hizo del valor de la libertad y la igualdad, respectivamente, su propio estandarte. 

			La oposición aparente entre ambos grupos proviene de la defensa que el liberalismo clásico hace de las libertades individuales, entre las que destaca la libertad económica. En este sentido, se considera que para el pensamiento liberal de los siglos xvii y xviii el libre mercado era el único principio distributivo legítimo y, por lo tanto, no existen argumentos suficientes para hacer una defensa de la igualdad que no dependan de actos movidos por la caridad, la filantropía o el altruismo de las personas. Además de estos argumentos, la defensa de la igualdad era considerada por los liberales –y posteriormente también por los libertarios– una pretensión de las corrientes derivadas del socialismo, que ponían en riesgo las libertades individuales. 

			En cuestiones de justicia distributiva la separación ideológica de estos grupos ha marcado también el camino que debe seguir el Estado en la distribución y asignación de recursos. Así como para los libertarios el Estado debe tener una participación mínima y su poder está limitado a mantener el orden público y a defender los derechos de propiedad y libertad, para los igualitarios las fuertes desigualdades sociales demandan una intervención del Estado más amplia y la aplicación de políticas sociales. 

			Tal y como veremos más adelante, en el debate entre libertarios e igualitarios Nozick ha sido –por antonomasia– el defensor de la libertad, mientras que Dworkin ha hecho de la igualdad su valor primordial. En medio de esta discusión, la teoría de Rawls juega un papel clave. Considerado por algunos un igualitario, su teoría muestra, al mismo tiempo, claros rasgos del más puro pensamiento liberal (Daniels, 2003: 241-270).

			De esta manera, al postular dos principios de justicia, Rawls trató de proponer una teoría filosófica que incluyera tanto la libertad como la igualdad. Estos principios son: 

			
					Cada persona tiene el mismo derecho irrevocable a un esquema plenamente adecuado de libertades básicas iguales que sea compatible con un esquema similar de libertades para todos.

					
Las desigualdades económicas y sociales han de satisfacer dos condiciones: a) tienen que estar vinculadas a cargos y posiciones abiertas a todos, en condiciones de igualdad equitativa de oportunidades; y b) las desigualdades deben redundar en un mayor beneficio de los miembros menos aventajados de la sociedad (Rawls, 2012: §13, 73).


			

			Cabe señalar que entre los dos principios existe una prioridad no sólo léxicográfica sino también formal. El primer principio es previo al segundo; asimismo, en el segundo principio la igualdad equitativa de oportunidades es previa al principio de diferencia. Esta priorización significa que, al aplicar un principio, asumimos que los principios previos están plenamente satisfechos. De este modo, previa garantía de las libertades básicas y una igualdad equitativa de oportunidades, es posible permitir ciertas desigualdades a favor de los menos aventajados. En otras palabras, sólo es posible la desigualdad sobre una base de igualdad. Tomando en cuenta la jerarquía entre los principios es conveniente analizar primero lo referente al principio de la libertad, el porqué de la prioridad y las implicaciones que tiene dentro de la teoría.

			Primer principio: la prioridad de la libertad

			Aunque las libertades básicas son un punto clave dentro de Teoría de la justicia, no hay que olvidar que Rawls define a los ciudadanos como personas libres e iguales y sólo de la mano de la igualdad y la libertad se logra una integración entre los principios.

			Para Rawls, las libertades básicas iguales del primer principio de justicia se especifican mediante una lista como la siguiente: libertad de pensamiento y libertad de conciencia; libertades políticas, como la libertad de asociación, y, por último, los derechos y libertades que incluyen el principio de legalidad. Mediante esta lista Rawls quiere dejar claro que no existe una prioridad de la libertad como tal (como si el ejercicio de una libertad determinada fuera una acción prioritaria sobre las otras), sino que es más bien el conjunto de estas libertades el que se considera prioritario. A lo largo de la historia del pensamiento democrático el punto focal ha sido siempre la consecución de determinados derechos y libertades específicos, así como la obtención de garantías constitucionales, como las que pueden hallarse, por ejemplo, en varias cartas y declaraciones de los derechos humanos. La justicia como equidad se enmarca en esta concepción tradicional6 (Rawls, 2010: 35; y Rawls, 2012: §13.4, 75).

			A través de esta lista se logra la unión de lo que, siguiendo a Constant, Rawls llamó la “libertad de los modernos” –que se caracteriza por la defensa de las libertades individuales– con la “libertad de los antiguos”, que se refiere a las libertades políticas, como el derecho a participar en la vida política de un país determinado o de una comunidad. 

			Para Rawls, las libertades políticas iguales y la libertad de pensamiento capacitan a los ciudadanos para desarrollar y ejercer las facultades morales de toda persona a la hora de juzgar la justicia de la estructura básica de la sociedad y sus políticas sociales; y, por otro lado, la libertad de conciencia y la libertad de asociación capacitan a los ciudadanos para desarrollar, revisar y perseguir racionalmente sus concepciones del bien. Poder ejercer las dos facultades morales –es decir, la concepción del bien y un sentido de justicia– resulta esencial para el desarrollo de las personas como ciudadanos libres e iguales. Según lo anterior, se puede afirmar que la concepción de la justicia por la que apuesta Rawls, con las libertades básicas como principio prioritario, se fundamenta y explica por una razón: que sólo desde esa concepción de la justicia donde existe una prioridad en la libertad parece posible el desarrollo de la persona moral. 

			Es importante tener en cuenta que tras la publicación de Teoría de la justicia se originó una avalancha de comentadores que pusieron en duda los principios de Rawls. Sólo por citar una de las múltiples objeciones que se hicieron a su obra, podemos mencionar las críticas hechas por el filósofo del derecho H. L. A. Hart sobre la prioridad de las libertades básicas dentro de la teoría. La primera de las críticas de Hart reclama una explicación de las razones por las que las partes en la posición original adoptan las libertades básicas y acuerdan su prioridad. La segunda crítica solicita un criterio satisfactorio acerca de cómo pueden especificarse más las libertades básicas una vez que se apliquen los principios de justicia en las etapas constitucional, legislativa y judicial (Rawls, 2010: §3, 42).

			Ahora bien, respecto a las objeciones de Hart se puede considerar que el problema no está en la primera crítica sobre la prioridad de la libertad, ya que Rawls dedica muchos capítulos de análisis en Teoría de la justicia para justificar el porqué de la prioridad de la libertad, apelando al desarrollo de las facultades morales de la persona; sino que el verdadero problema está en la segunda crítica, esto es, en el para qué de la libertad. Dicho de otra manera, no parece tener sentido postular que somos libres de o para algo si en efecto no podemos ejercer efectivamente esa libertad.7 La preocupación –de origen marxista– está más bien en el hecho de tener libertades o derechos que queden reducidos a una enunciación formal y que no tengan un correlato en la vida de las personas. ¿De qué me sirve tener la libertad para hospedarme en el hotel Burj Al Arab en Dubai, si no tengo el dinero suficiente para pagar la noche de estancia? En pocas palabras, ¿cuánto vale la libertad si no tenemos la capacidad para ejercerla?

			Me parece que un punto crucial para el planteamiento de este problema es la distinción que hace Isaiah Berlin entre la libertad negativa y la libertad positiva. La influencia de este autor en el pensamiento de Rawls es incuestionable y por ello es conveniente revisarlo.

			La libertad negativa se refiere a la esfera de acción en la que el individuo no está constreñido por quien detenta el poder coactivo a hacer lo que no quiere, y a la vez no es obstaculizado para hacer lo que quiere. Por otro lado, la libertad positiva se refiere a la autodeterminación de la persona, es decir, la libertad que se tiene para realizar un plan de acción según su voluntad. Mientras la libertad negativa de un individuo se refiere a que “le permitan” ejercer su voluntad, pues nadie se lo impide; la libertad positiva se refiere a que “puede” ejercerla, al contar con el entendimiento necesario de sí mismo, y la capacidad personal para ejercerla. Ambas libertades aparecen como fines en sí mismos, pero pueden chocar entre sí (Berlin, 1978: 85).

			En el contexto de la teoría de Rawls está claro que la igualdad en la libertad que se busca garantizar en el primer principio puede identificarse con la libertad negativa. Por ejemplo, a través de la libertad de conciencia y de pensamiento, dos de las libertades básicas que encabezan la lista, se le permite a cada quien elegir una determinada concepción de bien sin que nadie –en concreto el Estado– lo obligue a aceptar una o rechazar otra. 

			Por otro lado, la libertad positiva8 se identificaría mejor con el segundo principio. La capacidad de autodeterminación en la realización de nuestras metas sólo se puede ejercer y llevar a cabo mediante la igualdad equitativa de oportunidades del segundo principio. Sin embargo, es importante considerar que para el ejercicio de la libertad positiva se requiere también de una serie de condiciones que permitan la realización de los planes que hemos elegido.

			No obstante, para Rawls existe una diferencia entre la libertad y las condiciones para su ejercicio; es decir, podemos asegurar la igualdad de las libertades básicas sin que sea necesario asegurar la igualdad de condiciones efectivas para la puesta en práctica de los planes de vida libremente elegidos por los ciudadanos. Esto es, somos libres de elegir cómo vivir, pero no tenemos asegurada la posibilidad de vivir efectivamente como lo hemos elegido. ¿Esto puede ser considerado como una incongruencia dentro de la teoría de Rawls? ¿Es esto una violación a la justicia?

			Ésta no es una objeción menor ya que no es posible separar tajantemente las condiciones para la libertad de la libertad misma. Por ejemplo, no sería válido afirmar que todas las personas tienen libertad de movimiento si no existen carreteras o vías que les permitan trasladarse de un lugar a otro.9 Asimismo, son necesarios también una serie de recursos, tanto naturales como económicos, que permitan realizar los planes que hemos elegido de forma libre. La pobreza o la debilidad de una persona o grupo de personas y su consecuente dificultad de acción podrían considerarse también una falta de libertad. Si esto es así, entonces el reclamo por asegurar las condiciones para el ejercicio de la libertad no sería algo tan distinto al reclamo por la libertad misma.

			Ahora bien, si las condiciones socioeconómicas se consideran factores que limitan la libertad de los hombres, cabe preguntarse si es posible restringir la libertad de las personas en aras de una mayor igualdad. La respuesta de Rawls es contundente: bajo ningún concepto es posible restringir las libertades de una persona a favor de la igualdad. Aunque la situación inicial en la posición original es la igualdad, porque sólo desde la igualdad se puede asegurar la imparcialidad, esa igualdad que se demanda se fundamenta en las facultades morales de la persona y en el hecho de que la libertad es necesaria para el desarrollo de dichas facultades. De esta manera se logra establecer un equilibrio entre libertad e igualdad. 

			La igualdad en el esquema de derechos y libertades básicas, que demanda el primer principio, es un punto no negociable para Rawls. Mientras tengamos asegurada la igualdad en la libertad, pueden permitirse las desigualdades del principio de diferencia. De este modo la igualdad estará centrada en la igualdad de consideración y no en la paridad de recursos.10 “Las desviaciones del tratamiento igual tienen que ser, en cada caso, defendidas y juzgadas imparcialmente como un sistema de principios que es válido para todos; se entiende que la igualdad esencial es la igualdad de consideración” (Rawls, 1995: §77, 458). 

			Como ya se mencionó, una vez asegurada la igualdad del primer principio pueden permitirse desigualdades en el reparto de recursos siempre y cuando cumplan con la mejora de la situación de los más desventajados y respetando siempre su calidad de ciudadanos dignos de estimación. “Mientras que estos principios permiten desigualdades a consecuencia de las contribuciones que se realizan en beneficio de todos, la preeminencia de la libertad implica la igualdad en las bases sociales de la estimación” (Rawls, 1995: §77, 493).

			Así, la libertad no será nunca un bien secundario. Podrá estar limitada por otras libertades, pero no por otros bienes. Por ejemplo, una determinada noción de salud pública o de seguridad no debe, en principio, coartar la libertad de expresión o de asociación. Aunque sí puede hacerlo el principio de las libertades físicas e integridad de las personas. El juego está, entonces, entre libertades distintas, no entre libertad o cualquier otro derecho o bien. 

			Si hubiera que establecer una cierta jerarquía en el esquema de las libertades básicas, haría falta un criterio que distinga las más significativas, es decir, las que deben ser defendidas en primer término y en cualquier caso. Éstas, en la opinión de Rawls, son aquellas que protegen mejor las potestades morales de la persona y, sobre todo, los términos equitativos de la cooperación, esto es, las que resguardan y aseguran la igualdad moral de la persona. 

			Segundo principio: la igualdad equitativa 
de oportunidades

			Es importante mencionar que en este capítulo sólo se hará una breve introducción de la igualdad equitativa de oportunidades y de los aspectos más relevantes de este principio, y será hasta los capítulos III y IV en donde se analizará con mayor profundidad el principio.

			En palabras del propio Rawls, “la igualdad equitativa de oportunidades es una idea difícil y no del todo clara. Tal vez podamos hacernos idea de cuál es su papel si entendemos por qué se introduce, a saber: para corregir los defectos de la igualdad formal de oportunidades –la carrera abierta al talento– en lo que llamamos el sistema de libertad natural” (Rawls, 2012: §13.2, 74).

			En este sentido, el principio de igualdad equitativa de oportunidades exige que los cargos y posiciones estén abiertos a todos. Según los argumentos de Rawls, la expresión “abiertos a todos” resulta más justa que la propuesta de una mera igualdad formal expresada a través de la carrera abierta al talento en el sistema de libertad natural. Considerando la distribución de dotaciones innatas, los que tienen el mismo nivel de talento y habilidad y la misma disposición a hacer uso de esos dones deberían tener las mismas perspectivas de éxito independientemente de la clase social en la que han nacido y crecido, la raza o el género (Rawls, 2012: §13.2, 74).

			Para Rawls la igualdad equitativa de oportunidades debe entenderse como la igualdad liberal. Para alcanzar sus objetivos, deben imponerse ciertos requisitos a la estructura básica, requisitos mucho más exigentes que los que demanda el sistema de libertad natural. Como ya se mencionó, el objeto de la justicia es la estructura básica de la sociedad, por esta razón, es necesario aplicar en las instituciones sociales medidas preventivas y compensatorias que permitan cumplir con el principio de igualdad de oportunidades. 

			En este punto es importante señalar que, para Rawls: “La distribución natural [de talentos y habilidades] no es ni justa ni injusta, como tampoco es injusto que las personas nazcan en una determinada posición social. Éstos son hechos meramente naturales. Lo que puede ser injusto es el modo en el que las instituciones actúan respecto a estos hechos” (Rawls, 1995: §17, 104). Es más, el mismo Rawls llega a afirmar que estas diferencias, producto del azar natural, son consideradas como un activo común que benefician a todos. “Los dos principios son una manera equitativa de afrontar las arbitrariedades de la fortuna, y las instituciones que los satisfacen son justas, aunque en otros aspectos sean seguramente imperfectas” (Rawls, 1995: §17, 105).

			Principio de la diferencia

			Así como existe una ventaja de la igualdad equitativa de oportunidades sobre la carrera abierta al talento, de manera similar el principio de diferencia, en tanto que da prioridad a los intereses de los grupos menos aventajados y hace de las desigualdades del azar natural un activo común, tiene prioridad sobre el principio de eficiencia.11

			El principio de diferencia es considerado como un principio de justicia distributiva. Rawls parte del hecho de que la cooperación social es siempre productiva y que sin cooperación no se produciría nada y, por lo tanto, no habría nada que distribuir: “La cooperación social hace posible para todos una vida mejor que la que cada uno podría tener si tuviera que tratar de vivir únicamente gracias a sus propios esfuerzos” (Rawls, 1995: §22, 126). Un esquema de cooperación12 viene dado en gran parte por el modo en el que las reglas públicas organizan la actividad productiva: especifican la división del trabajo, asignan diversos papeles a los que participan en ella, y así sucesivamente. Estos esquemas incluyen programas de sueldos y salarios que pagan en función de la cantidad producida (Rawls, 2012: §18, 95).

			Justamente el principio de diferencia toma como punto de partida las desigualdades en cuanto a los ingresos y riquezas en relación con la producción. El principio de diferencia requiere que, independientemente de cuáles puedan ser las desigualdades de riqueza e ingreso, y por muy dispuesta que esté la gente para ganarse una parte mayor de producto, las desigualdades existentes deben contribuir efectivamente al beneficio de los menos aventajados.

			Al hablar del principio de diferencia es necesario tener en mente ciertos puntos que sirven para poder determinar su aplicación y finalidad dentro de la teoría. En primer lugar se tiene  la concepción de justicia como parte de una sociedad bien ordenada. Esto es a lo que Rawls llama la teoría ideal. 

			En la teoría ideal los dos principios de la justicia se tienen que aplicar a la estructura básica evaluándola desde determinados puntos de vista convencionales, a saber: los puntos de vista del ciudadano parigual representativo (cuyas libertades básicas iguales y oportunidades equitativas están aseguradas) y de los representantes de diversos niveles de ingreso y riqueza (Rawls, 2012: §18.5, 99).

			Además de la teoría ideal, es preciso considerar que: a) el principio de diferencia está pensado para ser aplicado sólo cuando los principios previos han quedado satisfechos; b) que presupone una estructura básica bien ordenada; c) que los ejemplos arbitrariamente numéricos pueden ser engañosos a menos que prestemos cuidadosa atención al trasfondo institucional que nos dicta el sentido común; d) que el principio de diferencia es un principio de justicia y no es una apelación al interés egoísta de ningún grupo particular; y por supuesto, e) que las posiciones relevantes deben estar correctamente definidas. Si aplicamos el principio de diferencia como un principio único, ignorando otros aspectos, se puede desembocar en un sinsentido y en una aplicación injusta (Rawls, 2012: §19.5, 106).

			Rawls es consciente de que sólo es posible aplicar, de un modo efectivo, el principio de diferencia si se cumplen las condiciones previas antes mencionadas. Es decir, con una estructura básica organizada y una sociedad bien ordenada a través de instituciones justas. 

			Ahora bien, al analizar el principio de diferencia, además de considerar las desigualdades en cuanto a los ingresos y riquezas en relación con la producción, se contempla también el papel de las dotaciones innatas en el desarrollo del proyecto de vida de las personas que integran una sociedad y las diferencias que se pudieran derivar de éstas. Una estructura básica que satisfaga el principio de diferencia recompensa a las personas, no por las capacidades que tengan, sino por adiestrar y cultivar estas capacidades y por ponerlas a trabajar en aquello que contribuya al bien de los demás y al suyo propio.

			En este sentido, las contingencias sociales (como la raza o la posición social) no son las únicas contingencias que pueden influir en el desarrollo del proyecto de vida que han elegido las personas. Los talentos y habilidades (incluyendo las motivaciones personales como la determinación y la diligencia) condicionan también el desempeño de las personas en la búsqueda de sus fines.

			En Teoría de la justicia se explica que el principio de diferencia representa un acuerdo para concebir la distribución de talentos naturales como un activo común y para compartir los beneficios de esa distribución. Cabe aclarar que las dotaciones innatas no son per se un activo común, sino la distribución de éstas; esto quiere decir que las diferencias entre las personas, en cuanto a sus dotaciones innatas, son una ventaja para el desarrollo de la sociedad. Esta variedad se considera un activo común porque hace posibles numerosas complementariedades entre los talentos, que permiten sacar una ventaja de esa diferencia.

			Dentro de este contexto es importante explicar que se utiliza el término activo común para expresar cierta actitud o punto de vista respecto al hecho natural de la distribución de las dotaciones. Los talentos, capacidades o habilidades que cada persona tenga en lo individual son fruto de la distribución natural y, por lo tanto, no pueden ser juzgadas como justas o injustas. Si una persona nace con una discapacidad visual no puede calificarse como una injusticia ya que es un hecho natural. La falta de elementos necesarios para que pueda desarrollar sus demás capacidades dentro de la sociedad es donde radica la injusticia.

			Al analizar las contingencias naturales y sociales es necesario considerar también la buena o mala fortuna de las personas. Las capacidades y habilidades de cada individuo son producto de la lotería natural y el azar. Estas contingencias naturales forman parte de lo que Daniels llama “la suerte bruta” (brute luck).13 Supongamos que examinamos nuestros talentos y decidimos desarrollar algunos de ellos con el propósito de estudiar una carrera para alcanzar el fin de nuestro proyecto de vida. Para cumplir con este objetivo es necesario elegir una profesión determinada; sin embargo, al elegirla corremos el riesgo de optar por una carrera para la cual no somos hábiles. Si no podemos alcanzar nuestro objetivo se puede decir que tenemos una “mala suerte de opción” (option luck) y es nuestra responsabilidad. Nadie debe compensarnos por las elecciones que hemos hecho. Si pensamos que a causa de nuestras malas elecciones y decisiones se le debe imponer a las otras personas la obligación de asistirnos, entonces convertiríamos a los demás en los rehenes de nuestras decisiones. Por otro lado, nuestra mala suerte bruta, es decir la falta de talentos por desarrollar, nos obliga a competir con los otros en un campo de juego que no está nivelado, y por ello es necesario que las instituciones intervengan para generar una competencia más equitativa (Daniels, 2003: 253).

			Por esta razón, los principios de la justicia se aplican a las instituciones sociales para que éstas logren mitigar los efectos de una mala suerte bruta, pero las instituciones no pueden hacerse responsables de las decisiones que tomemos en nuestra vida y nos lleven hacia la mala fortuna.14

			En este sentido, si consideramos que los dos principios de la justicia evalúan la estructura básica y el modo en el que ésta regula el reparto de bienes primarios entre ciudadanos, las desigualdades a las que se aplica el principio de diferencia serán diferencias en las expectativas (razonables) de los ciudadanos a lo largo de toda su vida. En una sociedad bien ordenada, donde todos los ciudadanos tengan asegurados iguales derechos, libertades básicas y oportunidades equitativas, los menos aventajados serán los que pertenecen a la clase de ingreso con las expectativas más bajas.

			Es necesario hacer notar que los individuos que pertenecen al grupo menos aventajado no son identificables al margen de o independientemente de sus ingresos y su riqueza. Los menos aventajados nunca son identificados como hombres o mujeres, o como blancos, negros, indios o británicos. No son individuos identificados mediante rasgos naturales como raza, género o nacionalidad que nos permitan comparar su situación en todos los demás esquemas de cooperación social que es factible considerar. Los menos aventajados en un esquema cualquiera de cooperación son sencillamente los individuos menos favorecidos en ese esquema particular, pero en otro esquema tal vez no sean los menos favorecidos.

			Suponiendo que resulta, por ejemplo, que el grupo de los menos aventajados –identificados por sus ingresos y riquezas– incluye a muchos individuos nacidos en la clase social de origen menos favorecida, a muchos de los menos dotados genéticamente y a muchos que experimentan peor suerte y mayor adversidad, es necesario tener en cuenta que esos atributos no son los que definen a los menos aventajados, tal y como sugiere la sociología política, sino que es una mera coincidencia. No obstante, lo que sí es posible afirmar es que puede haber una tendencia a que sean esos rasgos los que caracterizan a muchos de los que pertenecen al grupo de los menos favorecidos. Es importante resaltar que estos rasgos no sólo caracterizan, sino que determinan, en la mayoría de los casos, las desigualdades entre ingresos y riquezas. A partir de esto es posible establecer una primera crítica al índice de medición propuesto por Rawls para determinar a los menos aventajados (Rawls, 2012: §17.3, 92).

			Hasta este punto hemos analizado los aspectos que explican o justifican las desigualdades sociales y económicas, considerando dos aspectos: la igualdad equitativa de oportunidades y el principio de diferencia; sin embargo, falta analizar uno de los puntos más importantes que se considera dentro del principio de diferencia: ¿quiénes son los menos aventajados?
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